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Los movimientos por la diversidad sexual pretenden terminar con la determinación, 

represión y condicionamiento realizado por formas hegemónicas culturales que imponen 

una forma heterosexual y binaria de género. Cuando una mujer transgénero crea una 

disonancia entre su sexo biológico y su género, expresa que las normas heterosexuales y 

binarias de género no aplican a su práctica de vida y que esto no es éticamente aceptable. 

Lo mismo hace una lesbiana o un homosexual. En general, los disidentes sexuales son 

excluidos y comparten su invisibilización ante la hegemonía cultural donde históricamente 

el género masculino ha prevalecido. Estos paradigmas se ven plasmados en diferentes 

normas dentro del orden jurídico, restringiendo la libertad de las personas. La lucha por la 

diversidad sexual es por ende, una ante todo ética, que tiene como fin el reconocimiento 

dentro de la comunidad política. Esto trae como consecuencia la garantía de ciertos 

derechos, siendo los derechos humanos la mejor forma de presentar y defender estas 

vindicaciones, porque tal como lo indica su nombre, son reconocidos a todos por igual por 

la sola condición de humanidad. 

El matrimonio igualitario es entendido como una de las principales demandas de los 

movimientos por la diversidad sexual, sin embargo es necesario caracterizar esta institución 

y preguntarnos por sus alcances y limitaciones en relación a la diversidad sexual en el 

contexto de la legislación vigente. Pretendo desarrollar brevemente las dificultades que 

enfrentaría, en términos de género y sexualidad, una concepción liberal del matrimonio, 

entendida como la mera equiparación de las parejas homosexuales a las heterosexuales. El 

matrimonio igualitario no debe significar reproducir la institución del matrimonio imitando 

a la pareja heterosexual. Se debe resignificar y secularizar este concepto, para que no sea 

entendido como una institución patriarcal y patrimonial con fines reproductivos o como 

sacramento religioso, sino como una unión afectiva de reconocimiento social junto con 

desligar la familia del régimen heterosexual-matrimonial. Es necesaria una 

problematización sobre los alcances del matrimonio para realizar cambios legislativos que 

hagan posible el reconocimiento de la mayor cantidad de identidades, prácticas y formas de 



vida vinculadas a la diversidad sexual, promoviendo así el matrimonio y la familia 

diversos. 

¿Cómo se caracteriza la institución del matrimonio en Chile? ¿En qué sentido es 

relevante? En el Código Civil, el derecho de familia se estructura sobre las bases de dos 

instituciones: matrimonio y filiación. A demás se reconoce la importancia de la familia en 

el primer artículo de la Constitución que dice: “La familia es el núcleo fundamental de la 

sociedad.” Sin embargo, el concepto de familia no está definido en ninguna parte, y aunque 

con la evolución social la familia deja de ser para un número creciente de personas el 

soporte orgánico y económico, esta no deja de afectar a muchas personas. Como bien lo 

retrata la jueza Karen Atala en su discurso de acto de reparación tras un fallo 

discriminatorio de la Corte Suprema, nuestro ordenamiento jurídico asocia 

discriminatoriamente la familia al matrimonio heterosexual. 

El Código Civil, que lleva más de ciento sesenta años a cuestas, arrastra una 

tradición patriarcal heredada de instituciones como el derecho romano y la Iglesia Católica, 

indica en el artículo 102: “El matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y 

una mujer se unen actual e indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, 

de procrear, y de auxiliarse mutuamente.” La caracterización del matrimonio se puede 

resumir en tres ejes: es una unión heterosexual, que se asimila al sacramento religioso del 

matrimonio (“por toda la vida”) y tiene entre sus finalidades la procreación.  

Es esta triada: familia-matrimonio-heterosexualidad, el vínculo que hay que 

modificar, puesto que no representa la realidad chilena y significa una diferencia en 

términos de derechos humanos para los homosexuales, las madres solteras, junto con todas 

las demás formas de familia posibles. Es necesario darle un nuevo significado, junto con 

una ampliación del concepto de familia, para reconocer que el modelo de familia no es sólo 

el heterosexual biparental y consanguíneo, sino que hay múltiples familias de estructura 

diversa que deben ser reconocidas. Esto no es exclusivo para las parejas homosexuales, 

según el Censo del 2002 11,6% de las familias son monoparentales y según el Servicio de 

Registro Civil e Identificación 55,56% de los hijos nacidos en el año 2004 fueron 

extramatrimoniales. El matrimonio igualitario no puede significar solamente la inclusión de 

las parejas homosexuales, esto sería homogeneizar.  La lógica de los derechos humanos 



debe pretender realizar todo lo contrario: vindicar la diferencia y el disenso dentro de la 

comunidad y garantizar la materialización y el reconocimiento válido de dicha diferencia 

por medio de derechos. 

Cualquier medida que pretenda reducir el matrimonio igualitario a un contrato de 

unión civil con ventajas meramente patrimoniales, sin garantizar otros derechos asociados 

al matrimonio como la adopción y la formación de familia, va a ser discriminatorio. Hay 

propuestas de legislación diferenciada y discriminatoria para saciar las demandas de los 

movimientos por la diversidad sexual. Si se incluyen a las parejas no-heterosexuales al 

matrimonio, estas podrían tener todos los beneficios legales de dicha unión y este es un 

paso completamente indispensable para avanzar socialmente hacia la libertad sexual y de 

género.  

Las políticas públicas relacionadas a la diversidad sexual deben orientarse a 

resignificar nuestras instituciones, secularizarlas y ampliarlas lo más posible. No basta con 

que las personas sólo toleren el matrimonio igualitario, es necesario crear una cultura de no 

discriminación tanto por medios institucionales como extra-institucionales de toda la 

diversidad sexual y en la familia. Los espacios institucionales son espacios de disputa 

relevantes. Aunque la emancipación del género y sexo no puedan de ninguna manera 

reducirse a legislaciones, hay más razones para insistir en las instituciones que para 

abandonarlas. Al igual que todo derecho humano, los derechos de la diversidad sexual no 

pueden entenderse como apartados de las políticas educativas, de salud o laborales.  

El matrimonio igualitario y el reconocimiento de todas las familias debe ir 

acompañado de la promulgación de la educación mixta que no diferencia por sexo, el fin de 

la selección, la educación acerca de las familias con sexualidad e identidades diversas, la 

prohibición de formas de discriminación contra minorías, la legislación que permite que 

formas divergentes de género puedan ser reconocidas jurídicamente, la legislación 

relacionada a la adopción y el tema tratado en este ensayo: el matrimonio. Estas cambian la 

forma en que los sujetos dentro de la comunidad se entienden a sí mismos, crea una cultura 

genuina de valoración y respeto. Un país que recién el año 1999 despenalizó las relaciones 

sexuales consentidas entre hombres mayores de edad (antiguo art. 365 del código penal, 

según la reforma de la ley N°19.617) da señales de una legislación precaria, que no ha 



cambiado en los últimos gobiernos y esto le da cada vez más sentido a las diferentes 

manifestaciones por la diversidad sexual. 

También es importante dejar de entender que el matrimonio igualitario como un 

eslabón aislado del resto de los cambios sociales. Las vindicaciones no pueden convertirse 

en propuestas gremiales. La inequidad en todo sentido es la temática de los derechos 

humanos, que tratan de la dignidad humana en todas sus aristas. Como señala Pedro 

Lemebel en su Manifiesto (hablo por la diferencia), “ser pobre y maricón es peor”, esto 

refleja que es imposible ser indiferente a las demandas por igualdad en otros planos como 

lo es la educación, la salud, el plano laboral, entre otros. 

Permitir el matrimonio (y de paso la adopción o formas de reproducción asistida) a 

parejas diversas es un gran avance indispensable para la comunidad, sin embargo este no 

puede ser el fin del horizonte de la emancipación sexual y de género. No hay que obviar 

que no debemos pretender igualar todos los tipos de familia al estándar hegemónico 

presente, es decir, a una sexualidad binaria de género, biparental y cerrarnos a otras formas 

de familia. La diversidad es precisamente lo que los derechos humanos pretenden defender, 

dado que se reconocerán siempre estos derechos por la mera condición humana. Este tipo 

de derecho, más que suponer igualdad, suponen reconocimiento, es decir, a pesar de tener 

diferencias, la comunidad acuerda reconocer esas prácticas como legítimas, respetando y 

valorando la diversidad de cada persona que integra la comunidad. 


